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I. Planteamiento del problema a abordar

En el Estado constitucional contemporáneo, fenómenos como 
los de la “constitucionalización del derecho”, la “convenciona-
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lización del derecho” y “la constitucionalización de la política” 
vienen, muy a despecho de algunas contramarchas y dificultades, 
consolidándose progresivamente. En este texto vamos a poner 
especial énfasis en uno de estos fenómenos, el de la “constitu-
cionalización de la política”, visto a través de una de sus variables 
más importantes, y a la vez, más polémicas: la vinculada al con-
trol en sede jurisdiccional, básicamente a través de los procesos 
constitucionales ya establecidos en cada ordenamiento nacional.

Y es que hoy se entiende que, si bien derecho y política no 
son lo mismo, en un Estado constitucional el quehacer político 
debe darse de acuerdo con los preceptos, principios, derechos y 
valores recogidos en cada Constitución; lo que desprenden de su 
lectura sistemática o convencionalizada de cada Constitución; o 
lo que puede inferirse de cada Constitución (tanto de su texto o 
de su lectura convencionalizada) en particular.

En este contexto, conceptos provenientes de escenarios dis-
tintos, aunque con similar finalidad (buscar que lo decidido en 
estos casos no sea revisado en sede jurisdiccional), como las 
cuestiones políticas, los actos políticos o los actos de gobierno 
tienen hoy una vigencia pasible de ser puesta en entredicho, 
apostándose incluso a la desaparición de estos conceptos, o por 
lo menos, permitiendo su control en sede jurisdiccional.

La reforma constitucional fue durante muchos años com-
prendida dentro de aquellas actuaciones tomadas por órganos 
políticos, las cuales no admiten ser revisadas en sede jurisdic-
cional. Eso con el tiempo ha ido variando, con base en el esta-
blecimiento de ciertos criterios, tal como lo demuestran diversas 
experiencias comparadas, algunas a las cuales haremos mención 
en este texto. Pasemos entonces de inmediato a desarrollar las 
materias que ya aquí acabo de reseñar.

II. Las construcciones que permiten ejercer un control 
jurisdiccional sobre las reformas constitucionales 

2.1 El reconocimiento de límites al poder de reforma

Uno de los elementos centrales de todo Estado constitucional es 
el de la limitación del poder. Una de las consecuencias del reco-
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nocimiento de esos límites es la de la habilitación de mecanismos 
de control que permitan, entre otros factores, garantizar el res-
peto a esos límites. Si estamos en un Estado constitucional, en 
donde la legitimación del poder y la resolución de conflictos ge-
nerados por ese ejercicio del poder proviene de consideraciones 
jurídicas, estos controles al poder van en principio poder plan-
tearse ante quienes cuentan con potestad jurisdiccional, pues son 
los jueces y las juezas los responsables de ejercer ese control ju-
rídico en las mejores condiciones posibles.

Este reconocimiento de la limitación del poder y, por ende, 
ese sustento de la habilitación del control jurisdiccional de 
las diversas manifestaciones del ejercicio del poder (en este 
caso, del poder político) hoy se proyecta a espacios a los cuales  
nadie hubiese incluido dentro de estos ámbitos de control. Así, 
por ejemplo, en principio el poder constituyente se presenta-
ba como un poder ilimitado, dado el carácter pre jurídico o 
anterior a la creación del Estado que se le atribuía al poder 
constituyente. Es más, en esa misma línea, son muchos los que 
destacan como características de este particular poder a las si-
guientes: 

a)	 inicialidad: sobre él no preexiste ningún otro poder;
b)	 autonomía: no existe grupo o persona que pueda impo-

nerse a su decisión, y mucho menos sustituirlo;
c)	 incondicionalidad: no se encuentra sujeto a modalidades 

preestablecidas, y
d)	 temporalidad: este poder se hace efectivo por un lapso 

determinado y para con el fin específico de dictar una 
nueva Constitución.1

Sin embargo, hoy dentro del Estado constitucional y su diná-
mica de limitación del poder para garantizar fundamentalmente 
el reconocimiento y la plena vigencia de los diferentes derechos, 
puede ahora incluso concluirse que el poder constituyente po-
seería límites, los cuales pueden clasificarse dentro de lo que 
Néstor Pedro Sagüés denomina topes al poder constituyente ori-

1	 Vanossi, Jorge Reynaldo, Teoría Constitucional, Buenos Aires, Depalma, 
1976, t. I, pp. 129 y ss.
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ginario.2 Estos límites o tópicos son a saber los que se consignan 
a continuación:

1.	 Topes ideológicos: se refieren al conjunto de creencias o 
valores que operan en el ámbito de la conciencia del ejer-
ciente o ejercientes del poder constituyente originario; 

2.	 Topes estructurales: están referidos al ámbito social sub-
yacente y al momento de elaborar una Constitución: el 
sistema productivo, las clases sociales, etcétera;

3.	 Topes fácticos: hacen referencia a las influencias políticas 
que se manifiestan desde los grupos de presión la fuerza 
armada, la comunidad internacional etcétera, y

4.	 Topes axiológicos: estos se refieren al ámbito ético-po-
lítico dentro del cual debiera desenvolverse el ejercitan-
te o ejercitantes de dicho poder. Evidentemente hoy es 
inaceptable la consumación de la arbitrariedad y la vul-
neración de la dignidad humana, en razón de que dichas 
“acciones” rompieran la propia racionalidad ordenadora 
y finalista de todo texto constitucional.

De la lectura de lo recientemente mencionado, podría dedu-
cirse que el poder constituyente no posee limitaciones a nivel 
jurídico. No obstante, ello mismo es discutible. Como bien seña-
laba Bidart Campos, una norma convencional (un tratado sobre 
derechos humanos, por ejemplo) opera como un límite heteró-
nomo de evidente naturaleza jurídica al ejercicio del poder cons-
tituyente futuro. Ahora bien, si ya se reconoce la existencia de 
límites al poder constituyente, esto se justifica con mayor razón 
si hablamos del ejercicio del poder de reforma (constitucional).

Y es que, si en mérito de la dinámica del Estado constitucio-
nal, donde los poderes se encuentran limitados y, por ende, no es 
posible señalar que exista un poder ilimitado o que no se encuen-
tre sometido a control, bien puede entenderse como doctrinaria 
como jurisprudencialmente se ha discutido sobre la existencia de 
límites al poder de reforma. En ese sentido, se habla de límites 
formales, límites materiales y límites lógicos, conceptos cuyos al-
cances reseñaremos a continuación. 

2	 Sagués, Néstor Pedro, Teoría de la Constitución, Buenos Aires, Astrea, 2001, 
pp. 276 y ss.
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2.2. Límites formales  
a la reforma constitucional 

Al respecto, dentro de los límites formales se encuentra el proce-
dimiento de la reforma constitucional. Dicho con otras palabras, 
si una reforma no cumple con los requisitos procedimentales y 
competenciales previstos en la Constitución (art. 206 de la Cons-
titución peruana), la reforma no será válida. 

Este tipo de control también se encuentra recogido en el artí-
culo 241 de la Constitución colombiana, el cual habilita a la Corte 
Constitucional para ejercer control de constitucionalidad sobre 
actos de reforma en aspectos procedimentales. 

2.3. Límites materiales 

El debate sobre este tema surge, de acuerdo con Wright, cuando 
en un primer momento se discutió si a partir de lo previsto en 
el artículo V de la Constitución federal de los Estados Unidos de 
América, podía eliminarse un Estado. En este supuesto, la doctri-
na estaba dividida, dado que un sector señalaba que se necesitaba 
el consentimiento de la población, mientras que otro, invocando 
la igualdad de representatividad de los senadores, indicaba que 
podían destruirse todos los Estados y el grado de representación 
seria cero. 

Tras dar cuenta de la larga discusión que se generó al respec-
to, Wright indica que la teoría de los límites materiales (vincula-
dos más bien al contenido de la reforma) y, sobre todo, cuando 
nos encontramos frente a límites de carácter implícito, nos lleva 
ante una postura que se genera luego de darse un rechazo del 
derecho natural por parte de la doctrina. Sin embargo, cuando 
luego se busca dar respuesta a estas objeciones, el citado autor 
reconoce que existen límites implícitos y no solamente explícitos 
frente al llamado fraude a la Constitución.3

3	 Sobre el particular, véase Wright, R. George, “Could a Constitutional 
Amendment be Unconstitutional?”, Loyola University Law School, vol. 22, 
1991, pp. 756-763. Se reconoce entonces la existencia de límites materiales 
(o sustantivos) que pueden ser implícitos o explícitos. 
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En cualquier caso, conviene tener presente que dentro de 
los límites materiales al poder de reforma se encuentra el reco-
nocimiento y la garantía de la vigencia de los derechos funda-
mentales. Sobre el particular, se indica que muchas veces estos 
límites son implícitos (no se necesita que estén expresamente 
establecidos), dada la trascendencia que estos poseen. Es más, 
hay quienes alegan que la capacidad de invocar estos límites se 
puede derivar del artículo 16 de la Declaración de los Derechos 
del Hombre y el Ciudadano, declaración cuyo tenor nos indica 
la inexistencia de una Constitución si un país no promueve la 
vigencia de derechos fundamentales, la división de poderes y  
la dignidad del ser humano. 

2.4. Límites lógicos 

Este tipo de límites fue advertido por primera vez por Alf Ross, 
cuando en su libro “El concepto de validez”, señala que: 

Ahora bien, mi idea es que la paradoja constitucional queda so
lucionada si admitimos la existencia de una norma básica de este 
tipo como fundamento ultimo de la validez de un orden jurídico 
que contenga reglas para la reforma de la constitución, tales como 
el art. 88 de la Constitución danesa. La norma básica diría: 

N: Obedeced la autoridad instituida por el art. 88 hasta que esta au-
toridad designe un sucesor, entonces obedeced esta autoridad hasta 
que ella misma designe un sucesor; y así indefinidamente.4

Sobre el particular, Guastini anota lo siguiente:

Una revisión del artículo 138 de la Constitución italiana, en la for-
ma por él prevista, provocaría la paradoja de una norma (el nue-
vo art. 138) que contradice a su propio fundamento de validez (el 
“viejo” art. 138). Por tanto, el artículo 138 debe ser interpretado 
como referido a todas las disposiciones de la Constitución, con  
excepción del artículo 138 mismo. De ahí se sigue que no existen 
procedimientos legítimos para la reforma del artículo 138 de la 

4	 Ross, Alf, El concepto de validez y otros ensayos, Ciudad de México, Fonta-
mara, 1997, p. 87.
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Constitución italiana, y que, por tanto, tal disposición no es suscep-
tible de reforma (legal).

La tesis es sugestiva pero, de hecho, no es persuasiva. En última 
instancia, parece descansar sobre la supraordenación lógica de la 
norma sobre la reforma respecto (no solamente a las leyes de refor-
ma, sino) a la misma Constitución.

En otras palabras, la norma sobre la reforma aparece, desde el pun-
to de vista lógico, como una norma “superconstitucional. Si no de 
una jerarquía lógica, se trata de una jerarquía material.5

Con lo señalado en los párrafos supra, se llega en cualquier 
caso a la conclusión de que los mecanismos mediante los cuales el 
poder de reforma contiene limites, dada la naturaleza del Estado 
constitucional vinculados, entre otros aspectos, a la protección 
de los derechos fundamentales, la configuración del régimen po-
lítico vigente y a los alcances del mismo poder de reforma. Por 
otra parte, también conviene resaltar que en puridad no es nece-
sario que exista una cláusula expresa para deducir la existencia 
de estos límites. 

2.5. Críticas a algunos límites  
de la reforma constitucional 

Sobre el particular, justo es anotar que, siguiendo lo señalado por 
Pedro de Vega, un sector de la doctrina se ha pronunciado en 
contra de las cláusulas pétreas o cláusulas de intangibilidad, cláu-
sulas a través de las cuales se materializan los diversos límites al 
poder de reforma. 

 Un primer nivel de crítica al mantenimiento de cláusulas pé-
treas señala que la Constitución, al momento de contener este 
tipo de cláusulas, se politiza, quedando su texto y la comprensión 
del mismo a la merced de la subjetividad de los partidos de turno 
o que estos puedan imponer sus ideales. En ese sentido, la Cons-
titución perdería su carácter objetivo. 

5	 Guastini, Riccardo, Estudios sobre teoría constitucional, Ciudad de México, 
Fontamara, 2001, pp. 203 y 204
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Por otra parte, otro sector descarta la existencia de las cláusu-
las de intangibilidad, señalando que se estaría creando una jerar-
quía normativa en la misma Constitución, pues dichas cláusulas 
estarían en un supuesto e inaceptable nivel superior.

Finalmente, otros autores señalan que las cláusulas de intan-
gibilidad no existen, debido a que es posible, mediante la refor-
ma constitucional, modificar el texto que indica la no revisión de 
algún artículo. Cabe anotar que esta crítica únicamente resulta 
aplicable a las cláusulas constitucionales como la del artículo 139 
de la Constitución italiana. 

Sobre esta crítica, Pedro de Vega sostiene que el hecho que 
estas cláusulas sean intangibles, supone que no están sujetas a 
algún tipo de reforma. Por ende, tampoco procedería aquella re-
visión para que estas pierdan dicha calificación.6 

2.6. Casos excepcionales de límites  
(y, por ende, de control) a la reforma  

constitucional 

Justo es anotar que, conjuntamente con los límites formales (pro-
cedimentales) y materiales (sustantivos e incluso lógicos) de la 
reforma constitucional, cabe señalar que la reforma constitucio-
nal ha sido controlada por otras maneras excepcionales. Siguien-
do a Albert, la inconstitucionalidad de la reforma puede darse 
desde el statutory law, el reconocimiento de una convención 
constitucional y la inconstitucionalidad por implicación.7

Refiriéndonos al primero de estos supuestos, Albert señala 
que una Ley Regional de Veto puede ser interpretada de tal ma-
nera que cumpla con ofrecer limites procedimentales a la refor-
ma constitucional. 

Sobre la segunda posibilidad acogida, Albert nos señala que 
una reforma debe ser declarada inconstitucional si vulnera el re-

6	 Vega García, Pedro de, La reforma constitucional y la problemática del cons-
tituyente, Madrid, Tecnos, 1985, pp. 246 y ss. 

7	 Albert, Richard, “The Theory and Doctrine of Unconstitutional Amend-
ments in Canada”, Queen’s law Journal, 2016, pp. 43-46.
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conocimiento de una convención constitucional. En ese sentido, 
dicho autor pone como ejemplo el caso de la participación de 
los representantes de todos los territorios de Canadá en el caso 
de una reforma constitucional, dado que la norma constitucio-
nal no hace referencia a estos. Sin embargo, su participación ha 
sido constante. Por ende, una reforma constitucional no debería 
excluirlos de participar en el proceso de reforma o en un refe-
réndum.

El tercer supuesto es el de la inconstitucionalidad por impli-
cación. Esta se da cuando la presunta reforma trata de ir contra 
los valores de la Constitución. 

2.7. ¿Cabe un control de una mutación  
constitucional en sede jurisdiccional?

La mutación constitucional es un fenómeno relativamente poco 
estudiado en la doctrina. En principio, este fenómeno de reforma 
no formal de la Constitución supone básicamente el cambio del 
sentido interpretativo de sus artículos sin tener que realizar cam-
bios al texto constitucional. En ese escenario, conviene señalar si 
existen límites a la mutación constitucional, los cuales permiten 
su control jurisdiccional, el cual se canalizará a través de los pro-
cesos constitucionales previstos en cada ordenamiento jurídico 
en particular.

En ese sentido, coincido con Hsu Dau Lin cuando considera 
que la mutación en sentido material es la que realmente plantea 
problemas esenciales. Uno de los límites a esa mutación constitu-
cional sería el de la forma de Estado. Sobre el particular, el autor 
antes citado indica que no es posible que esta sea una respuesta 
contundente, debido a que en su opinión es imposible determi-
nar el concepto forma de Estado. 

Por otra parte, importante es anotar que también se conside-
ra a la revolución como límite de la mutación constitucional. En 
ese sentido, se decanta por señalar que las revoluciones trazan 
la distinción entre lo dinámico y lo elástico. Sin embargo, hay 
quienes como Hsu Dau Lin que alegan que en su opinión nor-
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malmente la revolución no llega a destruir el sistema jurídico;8 
aseveración que muchos discuten. 

Por otra parte, conviene señalar que, de acuerdo a lo señalado 
por Heller, el concepto de Constitución trae consigo las nociones 
de normalidad y normatividad. En ese sentido, el límite a la refor-
ma constitucional se daría cuando la normatividad se encuentre 
en entredicho con la normalidad. Finalmente, no debe perderse 
de vista lo señalado por autores como Konrad Hesse, para quién 
el único límite a la mutación constitucional debe ser el mismo 
texto de la Constitución, el cual no puede ser subvertido.9 

2.8 Anotaciones sobre los límites a la reforma  
constitucional, parámetros que luego habilitan  

la revisión jurisdiccional de estas reformas

Como bien puede apreciarse luego de todo lo expuesto hasta 
aquí, el poder de reforma admite una serie de límites, y por ende, 
resulta una actividad pasible de control bajo parámetros jurídicos 
en sede jurisdiccional, básicamente a través de los diferentes pro-
cesos constitucionales previstos en los distintos ordenamientos 
jurídicos nacionales. Ese control puede sustentarse en materias 
de procedimiento (cumplimiento de los procedimientos y las 
competencias de los organismos constitucionalmente estableci-
dos para el desarrollo de determinada actividad) como en fun-
ción a cuestiones de contenido. Ahora bien, justo es anotar que 
el reconocimiento de esa capacidad contralora no se ha plasmado 
con facilidad en los diferentes Estados, y cuando se han ejercido 
estas labores de control en sede jurisdiccional, no siempre ello se 
ha hecho con los mismos alcances. Resulta entonces interesante 
apreciar como se ha ido materializando o no esta capacidad revi-
sora, tarea a la cual pasaremos de inmediato.

8	 Dau Lin, Hsu, Mutación constitucional, IVAP, Oñati, 1998, pp. 179-181.
9	 Hesse, Konrad, Estudios sobre Derecho Constitucional, trad., de Pedro Cruz 

Villalón, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 1982, p. 
91. 
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III. Evolución del control jurisdiccional  
a la reforma constitucional en algunos  

Estados en particular

3.1 El control jurisdiccional de constitucionalidad  
de la reforma constitucional en los Estados  

Unidos de América 

Sobre el particular, esta tendencia nace de manera tímida en el 
caso Hollingsworth vs. Virginia en Estados Unidos de América. 
Allí se cuestionaban vicios “de forma” (en la configuración de la 
decisión) al acto de reforma, por no contener la ratificación del 
presidente, lo cual era un requisito indispensable para la apro-
bación de la reforma. En el caso, la Corte Suprema de Estados 
Unidos se decanta por no estimar la pretensión del demandante, 
sin embargo, no utiliza la doctrina de las cuestiones políticas no 
justiciables para declarar su falta de competencia para conocer 
de estos asuntos. 

Otro caso que merece la pena resaltar es el leading case Hawke 
vs. Smith. En este caso se discutía si un Estado podía someter a 
referéndum una enmienda constitucional que impedía la fabri-
cación, venta o transporte de licores embriagantes dentro de los 
Estados Unidos. En ese sentido, la Corte Suprema señaló que el 
procedimiento de tres legislaturas para la aprobación de la en-
mienda constitucional es una potestad construida por el pueblo 
y delegada al Congreso. En ese tenor, no se podía permitir que 
bajo otros procedimientos se cuestione la eficacia de dicha nor-
ma. Además, se alega que esta potestad no es un acto legislativo. 
Por ende, la Corte Suprema no podría arrogarse la potestad para 
revisar dicha enmienda. 

Hasta este punto podemos apreciar que la Corte Suprema de 
Estados Unidos señalaba que no tenía la competencia para poder 
revisar las enmiendas constitucionales, entendiendo que estas 
eran cuestiones políticas no justiciables. 

Posteriormente, se presentó el caso Dillon vs. Gloss. En este 
caso el objeto de la impugnación era la inaplicación de la Volstead 
Act, la ley que prohibía el transporte y la fabricación de bebidas 
embriagantes. Bajo el régimen de dicha Ley, el señor Dillon se 
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encontraba bajo custodia por el transporte de bebidas alcohó-
licas. Por ese motivo se recurrió a la vía del habeas corpus. Se 
cuestionó entonces la referida enmienda constitucional por las 
siguientes consideraciones: 

a)	 la enmienda es inválida porque la resolución del Congre-
so proponía que esta sería inoperante a menos que fuera 
ratificada en siete años, y 

b)	 la Volstead Act (Ley Volstead) y, por ende, la disposición 
de la Volstead Act con la que se acusó a Dilllon no estaba 
en vigor al momento del arresto. 

Finalmente, se presentó el caso Miller vs. Coleman. En este 
caso se cuestionaba la enmienda que permitía el trabajo infantil y 
su ratificación. Sobre el particular, un grupo minoritario de sena-
dores recurrió al writ of mandamus para poder cuestionar dicha 
enmienda.10 

3.2 El control jurisdiccional de la reforma  
constitucional en América Latina

3.2.1. La interpretación de la Corte Constitucional  
colombiana sobre el control a los actos  

de reforma constitucional 

Si se hace una lectura más bien literal de la Constitución colom-
biana, solamente permitiría un control sobre el procedimiento a 
la reforma constitucional. Sin embargo, jurisprudencialmente se 
brinda una nueva interpretación sobre el particular. 

Siguiendo a Bernal Pulido, se indica que la Corte Constitu-
cional colombiana ha desarrollado su doctrina con base en cinco 
premisas. La primera establece que el control de procedimientos 

10	 Para una revisión de los casos de la jurisprudencia estadounidense sobre 
control a la reforma constitucional, véase Rodriguez Gaona, Roberto, “El 
control constitucional de la reforma a la Constitución”, Cuadernos Bartolo-
mé de las Casas, Dykinson, Madrid, 2006, pp. 35-50, sobre todo cuando se 
focaliza en los casos en los que se cuestionaba la decimoctava enmienda de 
la Constitución de los Estados Unidos de América.
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comprende también revisar la competencia de la autoridad que 
promueve la reforma. Segundo, el poder de reforma no implica 
el poder de reemplazar la Constitución, solo de modificarla. La 
tercera premisa deriva de la primera y la segunda, ya que postu-
la la habilitación de la Corte Constitucional para controlar estas 
actividades, tanto a nivel de procedimientos como de contenido. 
Cuarto, se amerita un análisis de contenido, pues permite deter-
minar si una constitución ha sido modificada o reemplazada. Fi-
nalmente, se concluye que el poder de revisar si la Constitución 
ha sido sustituida implica la competencia para la recisión del con-
tenido de la reforma constitucional. 

Esta construcción jurisprudencial trae, como bien anota el 
mismo Bernal Pulido, dos dilemas y un reto. El primer dilema 
consiste en justificar si la Corte tiene la competencia para de-
terminar si la Constitución ha sido modificada o reemplazada. 
Bernal advierte que este asunto es importante en el escenario co-
lombiano toda vez que en el texto constitucional de dicho país no 
existen cláusulas eternas o cláusulas de intangibilidad expresas 
como el caso del artículo 79.3 de la Ley Fundamental de Bonn. 

El segundo dilema que enfrenta esta construcción propuesta 
por la Corte Constitucional colombiana es la indeterminación de 
la expresión “reemplaza a la Constitución”. Aun habiendo insu-
mos para definir este concepto, no existen elementos para poder 
determinar cuándo una reforma constitucional supone la sustitu-
ción de la Constitución. 

Finalmente, el reto propuesto estriba en determina si la corte 
tiene el poder para revisar si la constitución ha sido modificada 
o sustituida.11

Posteriormente, la Corte Constitucional ha brindado nuevos 
elementos para poder determinar el caso de la sustitución cons-
titucional. Así, siguiendo a Bernal, se tiene sobre el control de 
la reforma: 1) establecer cuál es el elemento esencial que está 
en juego; 2) explicar porque el elemento es esencial; 3) proveer 

11	 Para mayor información véase Bernal Pulido, Carlos, “Unconstitutional 
constitutional amendments in case study of Colombia: An analysis of the 
justification and meaning of the constitutional replacement doctrine”, 
Oxford University Press and New York University of Law, 2013, pp. 340-341.
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elementos para determinar que dicho elemento no puede ser re-
ducido únicamente a una cláusula constitucional; 4) demostrar 
que ese carácter esencial no supone que la cláusula sea eterna; 
5) probar que el elemento esencial está siendo sustituido por 
uno nuevo, y 6) explicar que este nuevo cambio es diferente o 
contradice las cláusulas constitucionales.12 Ahora bien, y sobre 
el particular, justo es anotar que existen serios problemas para 
identificar cuando se presenta la cláusula esencial mencionada 
en el test esbozado por la Corte Constitucional.13 

3.2.2 El control de constitucionalidad  
del poder de reforma en México 

La jurisprudencia mexicana ha variado en el tiempo. Sobre el par-
ticular, se tiene la PJ/ 39/2002, que en su momento consideró a 
la reforma constitucional como una cuestión política no justicia-
ble. Sin embargo, años después, el máximo Tribunal mexicano, 
además de exigir respeto al procedimiento de reforma, se reco-
noce que no existe norma que impida la procedencia del amparo 
contra reformas constitucionales.

3.2.3 El control jurisdiccional de constitucionalidad  
de las reformas en Argentina

En primer término, la Corte Suprema de la Nación de Argentina 
(CSJN) declaró que no poseía competencias jurisdiccionales, 
tal como lo declara en el considerando 3 y 4 de la sentencia 
emitida en el caso Soria de Guerrero vs. Bodegas y Viñedos Pu-
lenta Hnos.

 Muchos años después, en el caso Fayt, la CSJN habilitó el 
control de constitucionalidad de la ley que modificaba la Cons-
titución, dado que contravenía el procedimiento estipulado para 
que la reforma constitucional se ejerza válidamente. 

12	 Ibidem, p. 344
13	 Op. cit., loc. cit. 
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En ese proceso, el entonces juez de la Corte Suprema Carlos 
Santiago Fayt sostenía que la ley de reforma constitucional de 
1994 vulneraba su derecho a la inamovilidad de su cargo como 
juez, contemplado en el artículo 99, inciso 4, de la Constitución 
argentina, y que él, habiendo cumplido con los requisitos de pro-
cedimiento establecidos al momento de asumir el cargo, no podía 
ser despojado de dicho puesto.

En primer lugar, cabe resaltar que la CSJN declaró que ten-
dría competencia cuando se verificase una infracción a los lími-
tes de dicha reforma;

En suma, incluso en los casos en que la interpretación constitucio-
nal lleve a encontrar que determinadas decisiones han sido atribui-
das con carácter final a otras ramas del gobierno, el Tribunal siem-
pre estará habilitado para determinar si el ejercicio de una potestad 
de dicha naturaleza ha sido llevado a cabo dentro de los límites de 
esta y de acuerdo con los recaudos que le son anejos. El quebranta-
miento de algunos de los mentados requisitos o el desborde de los 
límites de la atribución, harían que la potestad ejercida no fuese, 
entonces, la de la Constitución y allí es donde la cuestión deja de 
ser inmune a la revisión judicial por parte del Tribunal encargado 
—por mandato de aquella— de preservar la supremacía de la Ley 
Fundamental.14

En ese mismo sentido, y ya en el considerando 7 de la referida 
sentencia, la CSJN señala que el ejercicio de la reforma constitu-
cional debe responder al marco para el cual este fue habilitado y 
no puede exceder dicho límite, indicado que se debería respetar 
la convención convocada al efecto, en la cual se determinarían 
las cláusulas constitucionales que son susceptibles de reforma Fi-
nalmente, en el considerando 14, el máximo Tribunal de justicia 
argentino sostuvo la irrazonabilidad de la reforma constitucional 
bajo el argumento que presentamos a continuación:

Que no puede razonablemente admitirse que, con motivo de la re-
forma de una cláusula relativa a las atribuciones del Poder Ejecutivo 
Nacional, a saber, la intervención del señor presidente de la Nación 
en la designación de los magistrados federales —art. 99, inciso 4, 

14	 CSJN, Caso Carlos Santiago Fayt, cdo. 5. 
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de la Constitución reformada- materia que estaba explícitamente 
habilitada puesto que el art. 86, inc. 5, del texto anterior, había sido 
incluido en el art. 2, inciso a, de la ley 24.309—, la convención re-
formadora incorpore una cláusula nítidamente extraña a las atribu-
ciones del Poder Ejecutivo de la Nación, puesto que todo lo concer-
niente a la inamovilidad de los jueces es inherente a la naturaleza 
del Poder Judicial de la Nación y configura uno de los principios 
estructurales del sistema político establecido por los constituyentes 
de 1853, al punto que es uno de los dos contenidos sobre los que se 
asienta la independencia de este departamento y que ha sido califi-
cada por el Tribunal, antes que de un privilegio en favor de quienes 
ejercen la magistratura, como una garantía en favor de la totalidad 
de los habitantes (Fallos: 319:24).

Sobre el particular, debemos comentar que en este caso la 
CSJN optó por controlar la ley de reforma constitucional y, por 
ende declararla nula. Una solución distinta se daría en la juris-
prudencia peruana. 

3.2.4. El caso peruano

i) Lo resuelto a propósito de la demanda de inconstitucionalidad 
contra la ley 27600

En Perú, en primer, lugar, el Tribunal Constitucional señaló 
que el poder de reforma se encuentra limitado, dado que es un po-
der constituido, tal como lo expresa en la STC 014-2002-AI/TC: 

35. El Tribunal Constitucional es, además, competente para evaluar 
la constitucionalidad o no de ciertas disposiciones que, eventual-
mente, mediante una reforma parcial, se puedan introducir, pues 
si bien el inciso 4) del artículo 200° de la Constitución no prevé 
expresamente las leyes de reforma constitucional como objeto de 
la acción de inconstitucionalidad, también es verdad que esta se 
introduce al ordenamiento constitucional mediante una ley y, ade-
más, porque el poder de reforma de la Constitución, por muy es-
pecial y singular que sea su condición, no deja de ser un auténtico 
poder constituido y, por lo tanto, limitado.

69. El carácter de poder constituido de la reforma constitucional 
viene asociado a la presencia de determinados límites en su ejerci-
cio. Quiere ello decir que, para que una reforma pueda considerarse 
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válidamente realizada, debe respetar los criterios que la Constitu-
ción, por voluntad del Poder Constituyente, expresamente esta-
bleció; criterios que, por lo general, aunque no exclusivamente, se 
encuentran relacionados a la presencia de mayorías calificadas en 
el procedimiento de su aprobación o a una eventual ratificación di-
recta por parte del pueblo.

ii) Lo resuelto en la STC 050-2004-AI /TC, en la demanda inter-
puesta contra el “documento denominado Constitución de 1993”

Sobre el particular, luego de la caída del régimen de Fujimo-
ri, se promovió una demanda de inconstitucionalidad contra la 
Constitución de 1993, calificándola como un texto espúreo. Esta 
demanda mereció algunas interesantes consideraciones por par-
te del Tribunal Constitucional peruano. Sin embargo, por razo-
nes de espacio, nos limitaremos a analizar la pretensión principal 
de dicha demanda de inconstitucionalidad, referida a cuestionar 
la constitucionalidad de la Constitución peruana del año 1993. 

Sobre este punto en particular, el Tribunal concluyó que no 
tenía la competencia de declarar la inconstitucionalidad de dicho 
texto. Entre los argumentos que le permiten llegar a esa conclu-
sión se encuentra aquel por el cual se señala que, de darse un 
fallo estimatorio, este sería inconstitucional, dado que estaría 
reconociendo que el ejercicio de potestades del Tribunal Consti-
tucional resulta inconstitucional así como todas las instituciones 
que se reconocen. Además, alegan que no se podría ejercer con-
trol mediante una demanda de inconstitucionalidad, dado que 
dicha norma se ejerce contra normas legales y la Constitución de 
1993 no es una ley, sino la ley suprema del Estado, con base en 
las siguientes consideraciones: 

a) por un lado, la sentencia que declare la inconstitucionali-
dad de la Constitución de 1993, al ser un acto procesal que ponga 
fin a un proceso creado y regulado por la misma Constitución 
de 1993, tendría que forzosamente también considerarse como 
inconstitucional. Es decir, se trataría de una sentencia dictada en 
el seno de un proceso, en sí mismo, inconstitucional, y 

b) por otra parte, inconstitucional también sería el pronun-
ciamiento efectuado por este Colegiado, pues si se declarase la 
inconstitucionalidad de la Constitución de 1993, con dicha de-
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claración de invalidez se declararía la inconstitucionalidad del 
mismo Tribunal Constitucional. Y es que nos encontraríamos 
frente a un pronunciamiento que habría emanado de un órgano 
—este Tribunal Constitucional— que, al haber sido creado por la 
Constitución de 1993, también sería inconstitucional.

3.2.4.1 Reflexiones sobre lo resuelto en el caso peruano

En mérito a la jurisprudencia comentada, cabe señalar que el 
Tribunal Constitucional peruano ha admitido la posibilidad de 
controlar la reforma de la Constitución en función a límites pro-
cedimentales, competenciales o materiales. Es más, en Perú se 
ha admitido la posibilidad de la reforma total de la Constitución 
(modificaciones radicales en la configuración de su sistema po-
lítico o su sistema de derechos, sin necesidad de un nuevo acto 
constitucional) a partir de la sentencia 14-2002-AI/TC, como se 
desprende de lo previsto en sus fundamentos 9, 81, 82 y 83. Sin 
embargo, en los hechos sus miembros de las anteriores compo-
siciones del Tribunal Constitucional peruano han sido reacios a 
ejercer dicho control, y no se nos ha presentado la posibilidad. 
La “constitucionalización de la política” sin duda ha avanzado, 
aunque en algunos casos ese avance ha tenido un cariz más bien 
declarativo. 

IV. Anotaciones a modo de conclusión

La dinámica social y política existente en toda sociedad es cam-
biante. Muchas veces esa dinámica obliga a realizar interpreta-
ciones heterodoxas pero admisibles del texto constitucional. Sin 
embargo, en algunos casos, la magnitud de los cambios a proce-
sar es tal que hace necesario introducir modificaciones al texto 
constitucional vigente. Pasamos entonces al ejercicio del deno-
minado poder de reforma.

En alguna época, el ejercicio de este poder de reforma consti-
tucional, reservado a órganos de naturaleza política, no podía ser 
controlado en sede jurisdiccional. Esto, sin embargo, es una ne-
gación de aspectos centrales de todo Estado Constitucional que 
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se precie de serlo como el de la limitación del poder, o de la so-
lución en sede jurisdiccional de los más importantes problemas 
políticos, económicos o sociales en una sociedad determinada.  
Es por ello que, en una dinámica propia de la “constitucionaliza-
ción de la política”, hoy primero se ha ido reconociendo la exis-
tencia de límites al poder de reforma constitucional y, luego, con 
base en esos límites, se ha ido cada vez más consolidando más 
la posibilidad de control en sede jurisdiccional el ejercicio del 
poder de reforma.

Cierto es que los factores que han justificado esta capacidad 
contralora han variado en situaciones específicas producidas en 
diferentes países. Es más, justo es anotar que en algunos casos el 
reconocimiento de esta capacidad contralora ha tenido un carác-
ter más bien declarativo. Sin embargo, el balance de lo ocurri-
do es más bien positivo. No se niega entonces la conveniencia y 
hasta la necesidad de poder plantear reformas a cualquier texto 
constitucional, pero se aclara que estamos ante una potestad cuyo 
ejercicio se encuentra sometido a límites y a controles, muchos 
de ellos ejercidos en sede jurisdiccional básicamente a través de 
los diferentes procesos constitucionales existentes en cada orde-
namiento jurídico estatal en particular. De allí la importancia de 
tener presente la información que este texto siquiera muy sinté-
ticamente ha buscado reseñar.
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